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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6015/2014 
QUEJOSOs: *********.

ministra ponente: olga sánchez cordero de garcÍa villegas.

secretario: jorge roberto ordoñez escobar.

México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al veintiséis de agosto de dos mil quince, emite la siguiente:
S E N T E N C I A
En la que se resuelve el amparo directo en revisión 6015/2014, promovido por ********* y ********* (en adelante “los quejosos” o “los recurrentes”), en contra de la sentencia dictada el veintiuno de octubre de dos mil catorce, por el Segundo Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito, en el juicio de amparo directo número *********.   

I. ANTECEDENTES.
Hechos.

El dos de mayo de dos mil diez, aproximadamente a las veinte horas, tres agentes de la Policía Estatal Preventiva, que iban a bordo de la patrulla 256, se encontraban realizando un recorrido de vigilancia sobre la calle ********* en la ciudad de *********. Durante el recorrido, advirtieron que un vehículo ********* color gris con negro, circulaba con notorio exceso de velocidad. Por ello, se le marcó el alto con luces y sirena, logrando su parada metros más adelante. 
Una vez detenido el vehículo, los policías se identificaron y pidieron a *********, que conducía el vehículo, así como a ********* y *********, quienes iban de pasajeros, que descendieran del vehículo. Ante dichas instrucciones, ********* se bajó del automóvil, sosteniendo un teléfono móvil en su mano derecha, por lo que se le indicó que lo pusiera sobre la cajuela. Luego, uno de los policías le realizó una revisión precautoria, sin que encontrara algo ilícito en su persona, pero se percató que en el teléfono celular aparecía a simple vista un mensaje que decía “cuánto quieres por la 9mm. Y tienes el cargador y todo? Y cuanto por el cuerno de chivo. Atte. Cuate”. Asimismo, otro agente, realizó una revisión precautoria a *********, quien viajaba en el asiento de copiloto y manifestó ser originario de Los Ángeles, California, Estados Unidos de Norteamérica, sin que encontrara algo ilícito en su persona. Finalmente, realizaron una revisión precautoria a *********, quien viajaba en el asiento trasero, a quien tampoco se le encontró algo ilícito en su persona. En seguida, otro agente revisó la serie del vehículo para verificar si contaba con reporte de robo, sin que fuera así. Finalmente, al continuar con la revisión, encontró en la cajuela, tres armas de fuego tipo rifle y dos armas de fuego tipo pistola, así como diversos cargadores y cartuchos. 
Por ello, aseguraron a las personas mencionadas y las presentaron ante el Agente del Ministerio público de la Federación, titular de la mesa III de averiguaciones previas, quien inició la averiguación previa número *********, por la probable comisión del delito de violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos y decretó la retención de los inculpados.
Finalmente, el cuatro de mayo de dos mil diez, el representante social resolvió la averiguación previa ********* y ordenó consignarla al Juez de Distrito en el Estado, en turno, ejerciendo la acción penal en contra de los indiciados *********, ********* y *********, por los delitos de violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, en sus modalidades de: portación de arma de fuego del uso exclusivo del Ejército Armada y Fuerza Aérea Mexicana; posesión de cartuchos del uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea; y portación de arma de fuego sin licencia.
Entre las constancias que integran la averiguación previa antes referida, resulta necesario mencionar las siguientes, por ser útiles para resolver el presente asunto: 

· Acuerdo de inicio de la averiguación previa número *********, elaborado a las veintitrés horas del día dos de mayo de dos mil diez.

· Acuerdo de retención, elaborado a las veintitrés horas con veinte minutos del día dos de mayo de dos mil diez.

· Constancia de notificación de derechos y beneficios a Isaac Villamar Ruiz, elaborada a las nueve horas del tres de mayo de dos mil diez; mediante la cual, entre otras cosas, se le informó que “si se tratare de un extranjero, la detención se comunicará de inmediato a la representación diplomática o consular que corresponda”, respecto de lo cual manifestó que (sus derechos y beneficios) “son de su pleno conocimiento y que comprende cabalmente”, y estampó su firma al margen de la primera hoja y al calce de la segunda.

· Constancia consular, elaborada a las once horas con treinta minutos del cuatro de mayo de dos mil diez, en la que, en síntesis, se asentó lo siguiente: toda vez que ********* manifestó ser de nacionalidad norteamericana, la Agente del Ministerio Público de la Federación realizó llamada telefónica al Consulado General de los Estados Unidos en Tijuana. Mediante la cual se entrevistó con *********, personal del consulado, a quien informó que ante ella se encontraba detenido un ciudadano americano, por la probable comisión de un delito de violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. En respuesta, el personal del consulado manifestó que en ese momento no le era posible acudir o designar a persona facultada para solventar el requerimiento de asistencia consular, por lo que solicitó entrevista telefónica con el indiciado. Por no existir inconveniente legal para ello, se permitió al personal consular entrevistarse con el indiciado.

· Declaración ministerial de Isaac Villamar Ruiz, llevada a cabo a las doce horas del cuatro de mayo de dos mil diez, mediante la cual, nuevamente, se le hicieron saber sus derechos, entre ellos, el relativo a la asistencia consular, contenido en el artículo 128, fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales vigente en ese momento.

Causa penal y apelación.

El cinco de mayo de dos mil diez, el Juez Octavo de Distrito en el Estado de Baja California registró el proceso penal con el número *********  y ratificó la detención de *********, ********* y *********. Luego, el diez de mayo de dos mil diez, el Juez de la causa dictó el auto de plazo constitucional, por medio del cual les decretó auto de formal prisión y, en razón de que ********* dijo de ser nacionalidad estadounidense, ordenó girar oficio de notificación de dicho auto al Cónsul General de los Estados Unidos de América, para su conocimiento y efectos legales conducentes.
Por resolución dictada el veinticinco de enero de dos *********, ********* y *********, de los delitos de portación de arma de fuego y posesión de cartuchos, de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea; y portación de armas de fuego, sin licencia. Por tal responsabilidad penal, les impuso diez años de prisión y cien días multa, equivalente a cinco mil setecientos cuarenta y seis pesos en moneda nacional que podría ser sustituida por cien jornadas de trabajo a favor de la comunidad.
Inconforme con la sentencia de primera instancia, los sentenciados interpusieron un recurso de apelación, el cual fue admitido y resuelto por el Quinto Tribunal Unitario del Decimoquinto Circuito, que modifica el fallo recurrido para el único efecto de que no se suspendan los derechos civiles y políticos de *********, por ser de nacionalidad estadounidense.
Juicio de amparo directo *********.

Por escrito presentado el veintiséis de marzo de dos mil catorce, ********* y ********* interpusieron juicio de amparo directo en contra de la resolución dictada el veintiocho de marzo de dos mil once, por el Quinto Tribunal Unitario del Décimo Quinto Circuito, en el toca penal *********. 

Conceptos de violación.

En su demanda de amparo señalaron como preceptos constitucionales violados, los artículos 1, 14, 16, 17, 20, apartado B, y 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; e hicieron valer diversos conceptos de violación en los que, en resumen, se expuso lo siguiente: 
1.- La resolución combatida vulnera el derecho de *********, nacional de *********, a que su detención sea informada de manera inmediata a la representación diplomática o consular de su país, con el fin de que reciba la asistencia correspondiente, en su carácter de extranjero. Lo anterior, en vulneración del artículo 128, fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales y 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, situación que no fue analizada por el Tribunal Unitario que conoció de la apelación.
El quejoso alega que la Ministerio Público no le informó ni le permitió ejercer su derecho a la notificación, contacto y asistencia diplomática o consular, a pesar de tener conocimiento de su nacionalidad. Sin que sea óbice que en autos obre una constancia en la que la Ministerio Público Federal hizo constar una llamada telefónica realizada al Consulado Americano en la ciudad de Tijuana, Baja California, en la que se entrevistó con una persona, quien le indicó que no era posible acudir o designar a persona alguna facultada para solventar el requerimiento de asistencia consular, pero que, por no existir inconveniente alguno, vía telefónica se brindó asistencia y orientación al entonces detenido. 

El quejoso considera que la constancia referida es ilegal, por no reunir los requisitos formales para ser considerada una notificación, aunado a que niega haber tenido el contacto telefónico antes descrito y en todo caso, señala que la notificación al consulado no cumpliría el requisito de inmediatez, pues para cuando se realizó la llamada telefónica ya habían transcurrido 39 horas desde su detención.
Por otro lado, la agente del Ministerio Público ejercitó acción penal en contra de los hoy recurrentes y los puso a disposición del Juez Octavo de Distrito en el Estado de Baja California, quien el diez de mayo de dos mil diez, dictó auto de formal prisión y ordenó notificar al Consulado General de los Estados Unidos de la detención y situación legal de *********, el cual recibió la notificación hasta el trece de mayo siguiente; esto es, después de que el hoy recurrente hubiera rendido su declaración preparatoria y pasados once días desde su detención, lo que considera contrario al texto legal que manda notificar de manera inmediata sobre la detención de un extranjero, al consulado correspondiente.
2.- Se otorgó, equivocadamente, valor jurídico a los careos constitucionales celebrados el cuatro de agosto de dos mil diez, entre los quejosos y los aprehensores, ignorando el contenido del artículo 265 del Código Federal de Procedimientos Penales.
El siete de junio de dos mil diez, a través de su representante, los hoy recurrentes ofrecieron y solicitaron el desahogo de los careos que resultaran de su declaración y del parte informativo de los agentes aprehensores, sin que existiera solicitud expresa del desahogo del careo constitucional, que no procede de oficio. El ocho de junio siguiente, el juez de la causa acordó la promoción mencionada y admitió la testimonial a cargo de los agentes captores, así como los careos constitucionales entre dichos agentes y los procesados de mérito. En tal sentido, se considera equivocado que el tribunal colegiado otorgue valor jurídico a los careos constitucionales, por ser una prueba obtenida de manera ilegal. Situación que les afecta, ya que las declaraciones resultantes de los careos son suficientes para modificar el tipo penal imputado.
3.- El Tribunal Unitario modificó, equivocadamente, la resolución dictada en primera instancia, cambiando la fundamentación del delito de posesión de cartuchos de armas de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, por el que fueron condenados; primero se les condenó con base en el artículo 8, 11, inciso f) y 51 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos y se modificó al inciso c) del referido artículo 11.


4.- No se acreditó el segundo de los elementos que configuran los delitos por los que fueron condenados, relativo a que los activos porten armas de fuego y posean cartuchos de armas de fuego, ni la plena responsabilidad penal de los ahora quejosos. Equivocadamente se tuvieron por acreditados, al otorgar valor jurídico pleno al parte informativo de los aprehensores y las declaraciones de los acusados. Aunado a que se les dejó en estado de indefensión, ya que en el parte informativo de los elementos aprehensores no se asentó el lugar exacto y la fecha de detención de los quejosos. 
Sentencia dictada por el Tribunal Colegiado.

En sesión de veintiuno de octubre de dos mil catorce, el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito resolvió negar el amparo, en virtud de las siguientes consideraciones:

1.- Son infundados los agravios expuestos por el quejoso, relativos a la notificación consular, e inaplicables para el fin con el que procura usar diversas tesis que cita y transcribe. 

Contrario a lo que aduce el quejoso *********, en el juicio natural sí se le brindó asistencia consular de manera efectiva, como se advierte de la constancia consular elaborada por la Ministerio Público Federal en la que se plasmó que el cuatro de mayo de dos mil diez, a las once horas con treinta minutos, se informó al Consulado General de los Estados Unidos de Norteamérica, vía telefónica, que en esa autoridad federal investigadora se encontraba detenido un ciudadano estadounidense y que en ese mismo acto, se entrevistó el quejoso con el personal consular, recibiendo la asistencia a la que tiene derecho.
Además, obra constancia de que antes de la declaración ministerial del indiciado aludido, llevada a cabo el cuatro de mayo de dos mil diez, se le informaron entre otros derechos, el contenido en el artículo 128, fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales, relativo a la notificación consular. Ello, sin que, al hacer uso de la voz, ********* indicara algo en relación con el ejercicio de ese derecho, es decir, si deseaba recibir la asistencia consular; máxime que manifestó leer, hablar y entender perfectamente el español.

Asimismo, en respeto al derecho a la notificación y asistencia consular, el Juez Octavo de Distrito en el Estado, quien instruyó el proceso penal *********, remitió al Consulado General de los Estados Unidos de Norteamérica con residencia en la ciudad de Tijuana, copia certificada de la resolución de plazo constitucional que le fue dictada al inculpado, informado que dicha notificación se hacía en cumplimiento a lo establecido en los artículos 128, fracción IV, última parte, del Código Federal de Procedimientos Penales y 36. 1, inciso b), de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, tomando en consideración que el inculpado refirió ser de nacionalidad estadounidense.
2.- Tampoco se actualiza en perjuicio de los quejosos, la violación a las leyes que rigen el procedimiento, por el supuesto desahogo de careos constitucionales sin que se hubieran solicitado por los detenidos y la falta de desahogo de los careos procesales que fueron requeridos, en violación al contenido del artículo 20, apartado A, fracción IV de la Constitución Federal –anterior a la reforma de dieciocho de junio de dos mil ocho–; 265 a 268 del Código Federal de Procedimientos Penales; y 173, fracciones IV y X de la Ley de Amparo.
El  defensor particular de los ahora quejosos nunca solicitó en su promoción la celebración de careos procesales, ni especificó que el móvil de su desahogo obedeciera a contradicciones existentes entre lo declarado por los agentes en su informe y las versiones ministeriales de los inculpados. Además, los careos procesales no requieren petición expresa de los inculpados para su desahogo, por lo que se presume que la solicitud fue con la intención de que se llevaran a cabo los careos constitucionales.

Cabe resaltar, que el desahogo de los careos constitucionales no causó ningún perjuicio a los quejosos ni los dejó en estado de indefensión, pues los cuestionamientos que pretendían formular a sus aprehensores en los careos procesales, fue la materia de cuestionamiento de los careos constitucionales. Esto es, se preguntó a los aprehensores en qué parte del vehículo encontraron las armas, quienes coincidieron diciendo que fue en la cajuela, lo que hizo innecesario ordenar la práctica de careos procesales.

Además, el acuerdo de ocho de junio de dos mil diez, que recayó a la promoción de los quejosos, por el que se ordenó la celebración de los careos constitucionales, fue notificado de manera personal a los quejosos y a su defensor particular mediante cédula que el Actuario fijo en la puerta de su domicilio; sin que hayan cuestionado la legalidad de dicha actuación a través de los recursos legales previstos. Máxime que no existe evidencia alguna de que sea ilegal, pues se llevaron a cabo siguiendo los lineamientos establecidos por la Constitución Federal.

3.- Respecto a la equivocada modificación de la sentencia de primera instancia, en lo relativo al cambio de fundamentación del delito de posesión de cartuchos de armas de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, cabe señalar, adujo el colegiado, que los quejosos no aducen el agravio que les ocasiona. Sin embargo, la reclasificación está ajustada a derecho, pues el artículo 83, Quat, fracción II, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, sanciona la posesión de cartuchos si son para las armas comprendidas en los incisos distintos del a) y b), del artículo 11 de la misma ley y describe un catálogo de dichas armas; en tanto que el inciso f) del citado artículo, sólo hace referencia a las municiones para las armas mencionadas en los incisos a) al e) y a cartuchos con artificios especiales, por lo que si se determinara que se actualiza el inciso f), el acto carecería de fundamentación y motivación, pues los cartuchos afectos a la causa son útiles para las armas comprendidas en el inciso c). 
4.- Es infundado el concepto de violación relativo a que no se acreditó el segundo de los elementos que configuran los delitos por los que fueron condenados, pues no se otorgó valor probatorio de confesión al parte informativo de los agentes policiales que detuvieron a los acusados, si no de indicios y de testimonios, cumpliendo con los requisitos que exige la ley adjetiva federal de la materia. Sin que sean óbice las supuestas irregularidades que atribuyen los quejosos al parte informativo, consistentes en que no se asentó la fecha y lugar exacto de la detención, pues tal omisión no desvirtúa el hecho ilícito sustancial por el que fueron sentenciados los promoventes, cuya detención se realizó en flagrancia; aunado a que los quejosos tuvieron la oportunidad de cuestionar a sus captores en la diligencia de careos constitucionales.

Consecuentemente, adujo, ante la ineficacia de los conceptos de violación y sin que se advirtiera deficiencia de la queja que suplir, por no actualizarse violación alguna a sus derechos fundamentales, negó el amparo y protección de la Justicia Federal solicitados.

II. RECURSO DE REVISIÓN.
Presentación del recurso.

Por escrito presentado el diez de noviembre de dos mil catorce, en la oficialía de partes del Segundo Tribunal Colegiado del Decimoquinto Circuito, con sede en Mexicali, Baja California, los quejosos interpusieron recurso de revisión, en contra de la sentencia dictada en el juicio de amparo directo *********. 

Escrito de agravios.

En sus agravios, los quejosos adujeron lo que se sintetiza a continuación:

1.- La sentencia dictada en el juicio de amparo, causa agravio a ********* en relación a su derecho de notificación, contacto y asistencia consular, pues, de manera errónea, el Tribunal Colegiado concedió valor jurídico pleno a la Constancia Consular que obra en la averiguación previa. 
Además, el Tribunal Colegiado fue omiso en analizar la inmediatez con la que se debió haber informado a la oficina consular de la detención del quejoso; obligación contenida en el artículo 128, fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales entonces vigente. No analizó si en el presente caso las notificaciones consulares realizadas por la agente del Ministerio Público y por el Juez de la causa cumplieron con la inmediatez exigida en la norma, es decir, si la notificación fue realizada sin demora, sin retraso, sin dejar pasar tiempo de manera injustificada.

Lo anterior, en razón de que los agentes aprehensores no notificaron al Consulado Americano de la detención de su nacional y cuando el agente del Ministerio Público contactó al personal consular vía telefónica, habían transcurrido 39 horas desde su detención. Asimismo, cuando el Consulado recibió el oficio por medio del cual el Juez de la causa hizo de su conocimiento el auto de término constitucional, habían transcurrido once días desde la detención. 

2.- Es incorrecto el análisis del Tribunal Colegiado para calificar de infundados los conceptos de violación relativos al equivocado valor jurídico que se otorgó a los careos constitucionales celebrados el cuatro de agosto de dos mil diez, entre los quejosos y los aprehensores, pues interpretó de manera errónea la solicitud hecha por el abogado particular de los quejosos y concluyó que se habían solicitado los careos constitucionales, cuando no fue así. Por lo que insiste en lo expuesto al respecto en sus conceptos de violación.
III. TRÁMITE ANTE ESTA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.
Mediante proveído de diez de diciembre de dos mil catorce, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió a trámite el recurso de revisión interpuesto por los quejosos y turnó el expediente a la Ministra Olga María Sánchez Cordero de García Villegas, para su estudio. 

Posteriormente, mediante acuerdo de veintidós de enero de dos mil quince, esta Primera Sala se avocó al conocimiento del presente asunto y se enviaron los autos a la Ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente. 

IV. COMPETENCIA.
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II y 83 de la Ley de Amparo vigente; 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con lo dispuesto en los puntos primero y tercero del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el trece de mayo de dos mil trece, por tratarse de un asunto de naturaleza penal, cuya especialidad corresponde a esta Primera Sala. 

V. OPORTUNIDAD.
El recurso de revisión que ahora se analiza fue interpuesto de manera oportuna. De las constancias de autos se advierte que la sentencia recurrida fue notificada por lista el veintiocho de octubre de dos mil catorce, surtiendo sus efectos al día hábil siguiente, esto es el veintinueve del mismo mes y año. De este modo, el plazo de diez días a que se refiere el artículo 86 de la Ley de Amparo, transcurrió del treinta de octubre al doce de noviembre de dos mil catorce, debiéndose descontar los uno, dos, ocho y nueve de noviembre, por ser inhábiles, de conformidad con el artículo 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Por tanto, si el recurso de revisión se interpuso el diez de noviembre de dos mil catorce, como se advierte de autos,
 es claro que fue interpuesto en tiempo. 

VI. PROCEDENCIA.
Por tratarse de una cuestión de estudio preferente, esta Primera Sala se ocupará de verificar la procedencia del presente recurso de revisión. Para ello es necesario tomar en cuenta el siguiente entramado normativo: 

Requisitos generales de procedencia del amparo directo en revisión.

De acuerdo con el artículo 107, fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 81, fracción II de la Ley de Amparo, el recurso de revisión en amparo directo procede en contra de las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados que: a) resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales; b) establezcan la interpretación de un precepto de la Constitución o de un  derecho humano establecido en tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; o bien, c) omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas en la demanda de amparo. 

Lo anterior, siempre que el problema a resolver fije un criterio de importancia y trascendencia de acuerdo con los acuerdos generales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En estos casos, la materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. 

En cuanto a este último punto, el Acuerdo 9/2015 emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establece, en el punto segundo, que se entenderá que la resolución permite fijar un criterio de importancia y trascendencia cuando: a) da lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; o, b) cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por esta Suprema Corte, en relación con una cuestión constitucional, ya sea por haberse resuelto en contra de dicho criterio o por haber omitido su aplicación. 

En este sentido, es posible afirmar que las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados en amparo directo, en principio, son inatacables. Lo anterior, en tanto que dichas sentencias sólo pueden ser recurridas, excepcionalmente, a través del recurso de revisión, siempre y cuando se actualicen los supuestos de procedencia a que se ha hecho referencia. 

Una vez precisado lo anterior, esta Primera Sala procederá a analizar si el recurso interpuesto reúne las condiciones necesarias para su procedencia y la emisión de un eventual pronunciamiento de fondo. 

Examen sobre la procedencia del presente recurso de revisión en amparo directo. 

Atendiendo a las reglas de procedencia que han sido precisadas, el recurso de revisión bajo examen resulta procedente, en atención a lo siguiente: 

En sus conceptos de violación, el quejoso sostuvo que el Consulado Americano no fue notificado inmediatamente de su detención, en violación a su derecho a la notificación, contacto y asistencia consular. Ello, pues la llamada telefónica por medio de la cual el Ministerio Público se comunicó con el Consulado Americano, sucedió hasta transcurridas 39 horas desde su detención. Aunado a que la notificación al Consulado Americano, que ordenó el Juez de la causa, tampoco puede ser considerada inmediata, pues fue recibida por éste hasta transcurridos once días desde su detención.

Por su parte, al abordar los conceptos de violación, el Tribunal Colegiado refirió que no se violaron los derechos del quejoso, pues tal y como se advierte de la constancia consular elaborada por la agente del Ministerio Público, el Consulado Americano sí fue notificado de su detención. Además, de que el Juez de la causa, ordenó notificar al Consulado Americano, el auto de plazo constitucional, para los efectos legales a los que hubiera legal.
Dicha resolución fue combatida ahora por el recurrente en sus agravios, pues estimó que el Tribunal Colegiado fue omiso en interpretar el contenido del artículo 128, fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales vigente en ese momento y 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, en los que está contenido el derecho a la notificación, contacto y asistencia consular. Específicamente, manifiesta que el Tribunal Colegiado fue omiso en analizar si, en el presente caso, la notificación al Consulado Americano fue realizada de manera inmediata como lo estipula la norma.
En ese contexto, al existir una omisión por parte del Tribunal Colegiado respecto a la interpretación de una cuestión constitucional que fue planteada por el quejoso en la demanda de amparo y combatida en sus agravios, el recurso de revisión es procedente. 

Lo anterior, aunado a que en el presente asunto se reúnen los requisitos de importancia y trascendencia, en términos del Acuerdo 9/2015 de este Alto Tribunal, pues el Tribunal Colegiado, al emitir su resolución, no aplicó el criterio de esta Suprema Corte en relación al derecho a la notificación, contacto y asistencia consulares.
Sin que sea procedente estudiar el alegato del quejoso en el que tilda de ilegal la constancia de notificación consular, bajo el argumento de que “no llena los requisitos legales para ser considerada una notificación formal”,  pues la ilegalidad de dicha constancia, en todo caso, constituiría una violación indirecta a la Constitución que no forma parte del tema de constitucionalidad que se estudia en el presente recurso de revisión.

Asimismo, el segundo agravio resulta inoperante al tratarse de una cuestión de legalidad, pues el quejoso expone que la decisión del Tribunal Colegiado por la que calificó de infundados los conceptos de violación relativos al valor jurídico otorgado a los careos constitucionales celebrados en la causa penal, fue incorrecta, ya que no fueron solicitados por los entonces procesados.

Se estima lo anterior, toda vez que, con base en lo resuelto por el Tribunal Pleno en la contradicción de tesis 21/2011-PL, fallada el nueve de septiembre de dos mil trece, esta Primera Sala entiende que una cuestión propiamente constitucional se actualiza cuando se exige la tutela del principio de supremacía constitucional para la solución de un caso, porque justamente se presenta un conflicto interpretativo de la determinación normativa que, para ese supuesto, otorga la Constitución, en tanto texto normativo, lo cual implica la exigencia de desentrañar el significado de un elemento normativo o de alguna norma fundamental o de un derecho humano reconocido en un tratado internacional ratificado por México, mediante el despliegue de un método interpretativo.

Ello es así, pues el Tribunal Pleno sostuvo que como consecuencia de la reforma al artículo 1° de la Constitución Federal de diez de junio de dos mil once, el principio de supremacía constitucional se desenvuelve en dos concepciones distintas, cada una dando origen a un tipo de cuestión de constitucionalidad: una relativa a la protección consistente del sistema de fuentes y a su principio de jerarquía normativa y otra relacionada con la protección coherente de la unidad de principios objetivos del ordenamiento jurídico, a través del principio de mayor protección de los derechos humanos.

Por ende, una cuestión de constitucionalidad se puede definir, en términos generales, mediante un criterio positivo y otro negativo. De manera positiva, se origina por el ejercicio interpretativo de un elemento o norma constitucional para la resolución del caso, entendiéndose con ello no sólo la interpretación de los preceptos de la Constitución Federal, sino de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que México es parte de acuerdo a lo previsto en el artículo 1°, párrafo primero, de la propia Constitución Federal.

Por su parte, el criterio negativo radica en la identificación de su opuesto: la cuestión de legalidad. En efecto, aquellas cuestiones jurídicas atinentes exclusivamente a determinar la debida aplicación de una ley o la determinación del sentido de una norma infraconstitucional, se encuadra como una cuestión de legalidad en la que lo relevante es desentrañar el sentido normativo de tales fuentes normativas.

Lo precedente no implica que una cuestión de legalidad esté desvinculada de la fuerza protectora de la norma fundamental, pues la Constitución Federal, en sus artículos 14 y 16, establece el derecho humano a la legalidad, lo cual conlleva evaluar la debida aplicación de la ley; sin embargo, ello se trata de una violación “indirecta” a la Constitución que no exige el ejercicio interpretativo de un elemento genuinamente constitucional, sino sólo una referencia en vía de consecuencia
.

Por lo tanto, para que se actualice una cuestión de constitucionalidad para efectos de la procedencia de un recurso de revisión en un juicio de amparo directo, es necesario que en la sentencia recurrida se haya realizado un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de normas generales o se establezca la interpretación directa de una norma constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte o que, habiéndose planteado alguna de esas cuestiones en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio en la respectiva sentencia, como resulta ser en el caso que nos ocupa.


VII. ESTUDIO DE FONDO.
Es fundado, el primer agravio planteado por la parte quejosa, suplido en su deficiencia en términos del artículo 79, fracción III, inciso a), de la Ley de Amparo.  

De los antecedentes precisados se advierte que la parte quejosa planteó la violación a los artículos 1, 14, 16, 17, 20, apartado B, y 33 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por aducir que la detención del quejoso *********  no fue notificada de manera inmediata al Consulado Americano, en violación de su derecho a la notificación, contacto y asistencia consular.
Sin embargo, de la lectura de la sentencia recurrida se advierte que el Tribunal Colegiado omitió analizar si la notificación al Consulado Americano de la detención del quejoso fue realizada de manera inmediata o sin demora, como lo exige el ordenamiento jurídico, ya que se limitó a analizar el material probatorio que obra en los autos de la causa penal y señaló que se respetó al quejoso su derecho a la notificación, contacto y asistencia consular, pues en los autos obra glosada la constancia consular elaborada por la Ministerio Público Federal, en la que se plasmó que, el cuatro de mayo de dos mil diez, a las once horas con treinta minutos, se informó al Consulado General de los Estados Unidos de Norteamérica, vía telefónica, que en esa autoridad federal investigadora se encontraba detenido un ciudadano estadounidense y que, en ese mismo acto, se entrevistó el quejoso con el personal consular, recibiendo la asistencia a la que tiene derecho. Aunado a que, el Juez de la causa, también notificó al consulado Americano el contenido del auto de plazo constitucional respectivo.

Respecto a la omisión por parte del Tribunal Colegiado, esta Primera Sala procede a realizar el análisis que solicitó la parte quejosa. Para ello, se retomarán los argumentos sostenidos por este órgano colegiado al resolver los siguientes asuntos: amparo directo en revisión 517/2011, resuelto en sesión de veintitrés de enero de dos mil trece, bajo la ponencia de la Ministra Olga María Sánchez Cordero de García Villegas; amparo directo en revisión 886/2013, resuelto en sesión de quince de mayo de dos mil trece, bajo la ponencia de Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo; amparo directo 72/2012, resuelto en sesión de quince de mayo de dos mil trece, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz; amparo directo 2/2013, resuelto en sesión de doce de junio de dos mil trece, bajo la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena; y amparo directo en revisión 1974/2013, resuelto en sesión de diez de julio de dos mil trece, bajo la ponencia de Jorge Mario Pardo Rebolledo.

El derecho a la notificación, contacto y asistencia consular.

En el marco de un sistema democrático, una vez que una persona se encuentra en territorio de un Estado del cual no es nacional, dicho Estado está obligado a concederle un estándar mínimo de derechos. Uno de ellos, cuya importancia resulta transcendental, es la posibilidad de que el extranjero sea asistido por algún miembro de la delegación consular de su país en el territorio en el que se encuentre.

Así de conformidad con el texto vigente del artículo 1° constitucional, el orden jurídico mexicano cuenta con una protección mayor en relación a los derechos fundamentales. Este nuevo paradigma implica que, en materia de derechos fundamentales, nuestro orden jurídico tiene dos fuentes primigenias: a) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución; y b) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

Las normas provenientes de ambas fuentes gozan de rango constitucional y, por tanto, son normas supremas del ordenamiento jurídico mexicano. Esto implica que los valores, principios y derechos que ellas materializan deben permear en todo el orden jurídico, obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. En esta lógica, el catálogo de derechos fundamentales no se encuentra limitado a lo prescrito en el texto constitucional, sino que también incluye a todos aquellos derechos que figuran en los tratados internacionales ratificados por el Estado mexicano, por lo que resulta incuestionable que el derecho de los extranjeros a la notificación, contacto y asistencia consular es un derecho fundamental vigente en nuestro país.
Al respecto, nuestro ordenamiento jurídico reconoce los derechos consagrados en el artículo 36, párrafo primero, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares
. Esta norma dispone lo siguiente:

“Artículo 36. Comunicación con los nacionales del estado que envía.

Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares relacionadas con los nacionales del Estado que envía:

a) los funcionarios consulares podrán comunicarse libremente con los nacionales del Estado que envía y visitarlos. Los nacionales del Estado que envía deberán tener la misma libertad de comunicarse con los funcionarios consulares de ese Estado y de visitarlos;

b) si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado cuando, en su circunscripción, un nacional del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la persona arrestada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida sin demora por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a la persona interesada acerca de los derechos que se le reconocen en este apartado;

c) los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado que envía que se halle arrestado, detenido o en prisión preventiva, a conversar con él y a organizar su defensa ante los tribunales. Asimismo, tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que envía que, en su circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso en cumplimiento de una sentencia. Sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir en favor del nacional detenido, cuando éste se oponga expresamente a ello”.

Asimismo, este derecho se encuentra consagrado en la legislación federal, en específico, en la fracción IV del artículo 128 del Código Federal de Procedimientos Penales, el cual establece que cuando una persona extranjera fuese detenida, dicho acto “se comunicará de inmediato a la representación diplomática o consular que corresponda”.

En tal sentido, cabe exponer que una de las funciones primordiales de las delegaciones consulares es proporcionar ayuda a los connacionales que se encuentran en problemas fuera de su país. Así, el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares es el resultado de un consenso internacional por el que se entiende que los extranjeros se enfrentan a desventajas singulares al momento de ser detenidos por una autoridad y someterse a un proceso penal bajo las normas de un ordenamiento jurídico que les resulta extraño. 

El derecho a la notificación, contacto y asistencia consular representa el punto de encuentro entre dos preocupaciones básicas del derecho internacional. Por un lado, afianzar el papel de las oficinas consulares como representantes de la soberanía de su país de origen y, por el otro, la creciente preocupación de la comunidad internacional por el respeto a los derechos humanos, siendo particularmente relevante la tutela judicial efectiva como integrante del debido proceso. 

A pesar de que el propio nombre de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares no sugiere que sea un tratado cuya materia sean los derechos humanos, el artículo 36 consagra no solamente la facultad de los cónsules para comunicarse y asistir a sus connacionales detenidos, sino que también comprende los derechos fundamentales de los extranjeros a ser informados, de forma inmediata, que son titulares del derecho a comunicarse con sus respectivos consulados y a recibir su asistencia si así lo solicitan. 

Si bien es cierto que la ayuda consular para los connacionales detenidos puede asumir diversas formas, cada intervención implica, por lo menos, tres acciones básicas
. Al respecto es aplicable la siguiente tesis jurisprudencial
 emitida por esta Primera Sala:
“DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS EXTRANJEROS A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. FUNCIONES BÁSICAS QUE ESTE DERECHO IMPLICA. El derecho fundamental de los extranjeros a la notificación, contacto y asistencia consular, previsto en el artículo 36, primer párrafo, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, puede asumir diversas formas, dependiendo de las circunstancias particulares de cada caso. No obstante, cada intervención implica, por lo menos, tres acciones básicas. La primera es de carácter humanitario. Los funcionarios consulares proporcionan a los detenidos el contacto con el mundo exterior, al comunicar la noticia a los familiares o a las personas de confianza del detenido. Asimismo, estos funcionarios se aseguran que a los detenidos se les cubran las necesidades básicas mientras se encuentran privados de su libertad. La segunda función es de protección. La presencia de los funcionarios consulares, por sí misma, coadyuva a disuadir a las autoridades locales de cometer actos en contra de los extranjeros que pueden ser contrarios a su dignidad humana o que pongan en peligro la suerte del proceso penal al que se verá sometido el extranjero. Por último, la tercera función es la relativa a una asistencia técnico-jurídica. En este sentido, la asistencia consular es vital para asegurar una defensa adecuada en situaciones que impliquen una privación de la libertad, en donde las violaciones a los derechos fundamentales de los extranjeros son comunes debido a la falta de conocimiento del sistema jurídico en el que se ven inmersos. Esto es así, ya que una persona extranjera que es detenida se enfrenta a una multitud de barreras lingüísticas, culturales y conceptuales que dificultan su habilidad para entender, de forma cabal y completa, los derechos que le asisten, así como la situación a la que se enfrenta. En definitiva, a través de la ayuda consular los extranjeros reducen la distancia que los separa de los nacionales en cuanto a la protección de un estándar mínimo de derechos fundamentales.”

Lo que resulta de vital importancia, es señalar que a través de la ayuda consular, los extranjeros reducen la distancia que los separa de los nacionales en cuanto a la protección de un estándar mínimo de derechos. 

La asistencia consular es vital para asegurar una defensa adecuada en situaciones que impliquen una privación de la libertad, en donde las violaciones a los derechos fundamentales de los extranjeros son comunes debido a la falta de conocimiento del sistema jurídico en el que se ven inmersos. Una persona extranjera que es detenida se enfrenta a una multitud de barreras lingüísticas, culturales y conceptuales que dificultan su habilidad para entender, de forma cabal y completa, los derechos que le asisten, así como la situación a la que se enfrenta.
La importancia del derecho fundamental que venimos tratando ha sido reconocida por diversos tribunales internacionales, específicamente por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y por la Corte Internacional de Justicia, como resultado de dos peticiones del gobierno de nuestro país.

La opinión consultiva OC-16/99 fue emitida el 1 de octubre de 1999 y lleva por título “El derecho a la información sobre la asistencia consular y su relación con las garantías mínimas del debido proceso legal”.
 En esta resolución, la Corte Interamericana de Derechos Humanos –a solicitud de México–, interpretó el espectro del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, con la finalidad de clarificar los derechos y obligaciones establecidas por la Convención de Viena, poniendo énfasis en la aplicación de este derecho en los casos de pena de muerte en los Estados Unidos de América.
En esta resolución, la Corte Interamericana no dudó en señalar que el derecho a la asistencia consular, tal como lo dispone el artículo 36 de la Convención de Viena, es parte del corpus iuris del derecho internacional de los derechos humanos contemporáneo, ya que dota a los extranjeros detenidos de derechos individuales que son la contraparte de los deberes correlativos del Estado anfitrión.
 Asimismo, la Corte Interamericana señaló que resulta indispensable tomar en cuenta las circunstancias de desventaja en las que se encuentra un extranjero, por lo que la notificación del derecho a comunicarse con el representante consular de su país contribuye a mejorar considerablemente sus posibilidades de defensa y a que los actos procesales en los que interviene se realicen con mayor apego a la ley y respeto a la dignidad de las personas. Consecuentemente, la Corte Interamericana concluyó que el derecho individual a la notificación consular debe ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas para brindar a los extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un juicio justo.

En esta misma línea, también a petición del gobierno mexicano, la Corte Internacional de Justicia, en el llamado caso Avena, reconoció que el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares consagra un verdadero derecho fundamental para los individuos detenidos en el extranjero y que los Estados deben propiciar todas las medidas posibles que otorgue su ordenamiento jurídico a fin de reparar a los extranjeros las violaciones a este derecho.

Ahora bien, sentadas estas cuestiones, esta Primera Sala establece los derechos específicos que se derivan del contenido del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. 
i) Derecho a la notificación de los derechos consulares.

En primer lugar, es necesario que las autoridades informen al extranjero que ha sido detenido, o se encuentre bajo cualquier tipo de custodia, que tiene derecho a comunicarse con la oficina o representación consular de su país. La información de este derecho debe ser inmediata y no puede ser demorada bajo ninguna circunstancia. 
A mayor abundamiento, la oportunidad en que debe informarse a la persona extranjera detenida sobre sus derechos consulares, esta Primera Sala estima que debe ser “sin dilación”, lo que significa inmediatamente después de la privación de la libertad, siendo obligación de las autoridades del Estado receptor informarle los derechos de contacto y asistencia consular, desde el momento de la detención y siempre antes de que rinda su primera declaración ante cualquier autoridad.

En atención a lo anterior, este tribunal constitucional concluye que con motivo de la operatividad del sistema de justicia penal mexicano, correspondería a la policía o a la autoridad que lleve a cabo la detención, informar a la persona, por lo menos verbalmente, de manera sencilla y libre de tecnicismos, los motivos y los fundamentos de la detención, al momento en que ésta se llevó a cabo. Lo anterior deberá cumplirse antes de que la persona rinda su primera declaración ante las autoridades. El cumplimiento de esta obligación, cuando la detención la realice alguna autoridad, debe verificarse en el parte informativo u oficio de puesta a disposición y acepta prueba en contrario.

Una vez que es puesta a disposición del Ministerio Público, éste deberá notificarle por escrito lo anterior, antes de que la persona extranjera detenida rinda su primera declaración. Las anteriores obligaciones la tienen también las autoridades judiciales, si en las etapas anteriores del procedimiento penal no se cumplió con ellas. 
Con base en estándares interamericanos de protección de Derechos Fundamentales, esta Primera Sala aprecia un vínculo entre el derecho a la persona detenida a ser informada sin dilación de sus derechos consulares y el derecho a ser informada sin demora de los motivos de la detención. Así, la conclusión alcanzada es que la persona extranjera, desde el momento de la detención, tiene derecho a ser informada, por lo menos verbalmente, por la policía o autoridades respectivas, de su derecho al contacto y asistencia consular, así como de los motivos y fundamentos de la detención. Una vez que es puesta a disposición del Ministerio Público, este deberá notificarle por escrito lo anterior, obligaciones que deben cumplirse antes de que el extranjero rinda su primera declaración.

ii) Derecho al contacto consular.
El extranjero tiene el derecho de escoger si desea o no contactar con su respectivo consulado. Las autoridades no deberán notificar motu proprio a las oficinas consulares.  

Una vez que el extranjero decide que sí desea contactar a la oficina consular de su país, la autoridad deberá informar de esta situación a la oficina consular correspondiente que se encuentre más cercana al lugar en donde se realizó la detención. Esta comunicación deberá ser inmediata y realizarse a través de todos los medios que estén al alcance de la autoridad respectiva. 
Además, las comunicaciones entre la persona extranjera detenida y su oficina consular deberán llevarse a cabo por conducto de las autoridades policiales o ministeriales, según sea el caso, sin dilación alguna. Las autoridades deberán cumplir con esta obligación a partir de los hechos de cada caso, considerando la distancia o la naturaleza del medio que sirva para transmitir la información a la oficina consular, así como la facilidad o la complejidad de las comunicaciones. La imposibilidad de cumplir con esta obligación deberá estar debidamente justificada y documentada y estar apegada a las facultades de la autoridad que la invoque como excepción de cumplimiento.

Asimismo, la obligación de las autoridades policiales y ministeriales, según sea el caso, de facilitar el contacto de la persona extranjera detenida con su consulado y de fungir como conducto de comunicación entre ambos para llevar a cabo dicho contacto, debe ser eficaz, esto es, no deberá limitarse únicamente a un trámite formal destinado a fracasar, sino que las autoridades deberán cerciorarse que las autoridades consulares reciban la comunicación de la persona extranjera detenida. La comunicación auténtica con la oficina consular respectiva deberá estar debidamente documentada por las autoridades que la llevaron a cabo.

Sobre el tema, cabe resaltar que el derecho al contacto consular está subordinado exclusivamente a la voluntad de la persona extranjera detenida, una vez que se le informa que tiene dicha prerrogativa, así como el derecho a la asistencia consular. El inciso b) del párrafo 1 del artículo 36 señala que las autoridades encargadas de transmitir las comunicaciones de la persona extranjera detenida con la oficina consular de su país, sólo lo podrán hacer “si el interesado lo solicita”.
Esta Primera Sala destaca el hecho de el Código Federal de Procedimientos Penales, en su artículo 128, fracción IV, dispone que tras la detención de la persona extranjera, las autoridades deberán comunicarlo de inmediato a la oficina diplomática o consular que corresponda; sin embargo, la disposición normativa que debe entenderse como complemento de lo dispuesto en el inciso b) párrafo1 del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y 7.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con el objeto de que la comunicación con la oficina consular del país de la persona extranjera detenida se realice, pero una vez que esta última haya sido notificada de su derecho al contacto y a la asistencia consular y que éste haya expresado su voluntad para que se llevara a cabo dicha comunicación.

iii)  Derecho a la asistencia consular, en sentido estricto.
En términos del inciso c) párrafo 1 del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, las autoridades administrativas, policiales, ministeriales y judiciales deberán facilitar la libre comunicación entre los funcionarios consulares y la persona extranjera detenida, así como las visitas de los primeros a la segunda, con el objeto de preparar la defensa de la persona bajo custodia frente a los tribunales del país. 
Asimismo, las autoridades deberán facilitar las visitas de los funcionarios consulares a las personas extranjeras que se hallen arrestadas, detenidas o presas en cumplimiento de una sentencia. 
Lo anterior es fundamental, pues tiene que ver con los derechos a la defensa y a la asistencia humanitaria que les asisten a las personas extranjeras detenidas, a cargo de las autoridades consulares del Estado del que es nacional dicha persona. Aunque, si hay oposición de la persona extranjera detenida a las visitas de los funcionarios consulares, éstas deberán interrumpirse.
Es necesario reconocer la especial proyección que tiene la exigencia de asistencia consular en el proceso penal debido a la complejidad técnica de las cuestiones jurídicas que en él se debaten y por la relevancia de los bienes jurídicos que pueden verse afectados.

Como se precisó con anterioridad, los derechos consulares, en cuanto derecho subjetivo, tienen como finalidad asegurar la efectiva realización de los principios de igualdad de las partes y de contradicción que rigen un proceso penal, con la finalidad de evitar desequilibrios o limitaciones en la defensa del extranjero. En esta lógica, los derechos consulares son una garantía del correcto desenvolvimiento del proceso y una exigencia estructural del mismo.

Así, el derecho fundamental a la asistencia consular de los extranjeros, latu sensu, no puede ser concebido como un mero requisito de forma. Cuando una autoridad, ya sea policial, ministerial o judicial, impide a un extranjero la posibilidad de suplir sus carencias a través de los medios que el artículo 36 de la Convención de Viena pone a su disposición, no solo limita, sino que hace imposible la plena satisfacción del derecho a una defensa adecuada.

Para el detenido extranjero, el derecho a la asistencia consular tiene una función propia y diferenciada tanto del derecho a tener un abogado como del derecho a tener un traductor o intérprete.

La asistencia consular no se reduce a una simple medida de comunicación entre el extranjero y un representante de su gobierno. Es ante todo un derecho fundamental reconocido para evitar la indefensión del inculpado, que no depende de los conocimientos que tenga el extranjero del idioma del país en el que ha sido detenido.

Una asistencia consular efectiva solo será aquélla que se otorgue de forma inmediata a la detención del extranjero, ya que es en ese espacio temporal en el que la comprensión de la acusación, la comprensión de los derechos que le asisten al detenido, la comprensión básica del sistema penal al que se enfrenta, la comprensión de los efectos de la primera declaración ante las autoridades, así como la toma de decisiones relativas al contacto o contratación de un abogado local a fin de establecer una línea en la defensa, cobran una importancia decisiva a fin de evitar un escenario de indefensión. Esta exigencia, por lo demás elemental y obvia, se constituye como un elemento básico de la tutela judicial a fin de preservar todos los derechos de defensa de un extranjero. 

El derecho fundamental contenido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares se quedaría en una mera declaración de buenas intenciones, si la asistencia se sucede en un momento procesal en el que los elementos que acabamos de describir ya no resultan relevantes para la suerte del procesado, lo que conllevaría que el funcionario consular se convierta en alguien a quien se le invita por compromiso, pero que no es tenido en cuenta.

La vulneración a las directrices mencionadas por la falta de información a la persona extranjera detenida sobre su derecho a contactar con el consulado de su país, así como la falta de contacto y de la asistencia jurídica consular concreta, constituyen una violación a los derechos fundamentales de defensa adecuada, al debido proceso y al acceso a la justicia efectiva en condiciones de igualdad en el procedimiento penal instruido en perjuicio de la persona extranjera, derechos humanos reconocidos en los artículos 1, 14, 16, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, en relación con los artículos 1.1, 7.4, 8.1 y 8.2 inciso e) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Al respecto, esta Primera Sala ha emitido también la tesis CLXXI/2013, de rubro y texto: 

“DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS EXTRANJEROS A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. SU CONTENIDO ESPECÍFICO Y RELEVANCIA PARA GARANTIZAR EL DERECHO FUNDAMENTAL A UNA DEFENSA ADECUADA DE LOS EXTRANJEROS. Del artículo 36, primer párrafo, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, se derivan, para el extranjero detenido en territorio mexicano, los siguientes derechos. En primer término, es necesario que las autoridades informen al extranjero que ha sido detenido, o se encuentre bajo cualquier tipo de custodia,  que tiene derecho a comunicarse con la oficina o representación consular de su país. La información de este derecho debe ser inmediata y no puede ser demorada bajo ninguna circunstancia. En segundo lugar, el extranjero tiene derecho a escoger si desea o no contactar a su respectivo consulado. En tercer lugar, y una vez que el extranjero decide que sí desea contactar a la oficina consular de su país, la autoridad deberá informar de esta situación a la oficina consular correspondiente que se encuentre más cercana al lugar en donde se realizó la detención. Esta comunicación deberá ser inmediata y realizarse a través de todos los medios que estén al alcance de la autoridad respectiva. Por último, la autoridad deberá garantizar la comunicación, visita y contacto entre el extranjero y la oficina consular de su país, a fin de que esta última le pueda brindar al extranjero una asistencia inmediata y efectiva. Este último punto, que representa la asistencia consular en un sentido estricto, tiene a su vez una serie de implicaciones que deben ser especificadas. La exigencia de asistencia consular en el proceso penal tiene especial proyección debido a la complejidad técnica de las cuestiones jurídicas que en él se debaten y por la relevancia de los bienes jurídicos que pueden verse afectados. La asistencia consular, en cuanto derecho subjetivo, tiene como finalidad asegurar la efectiva realización de los principios de igualdad de las partes y de contradicción que rigen un proceso penal, con la finalidad de evitar desequilibrios o limitaciones en la defensa del extranjero. En esta lógica, la asistencia consular es una garantía del correcto desenvolvimiento del proceso y una exigencia estructural del mismo. Así, el derecho fundamental a la asistencia consular de los extranjeros no puede ser concebido como un mero requisito de forma. Cuando una autoridad, ya sea policial, ministerial o judicial, impide a un extranjero la posibilidad de suplir sus carencias a través de los medios que el artículo 36 de la Convención de Viena pone a su disposición, no solo limita sino que hace imposible la plena satisfacción del derecho a una defensa adecuada.”

En tal tenor, una vez desarrollado el contenido de los derechos consulares de los que es titular toda persona extranjera que es sujeta a un proceso penal en territorio mexicano, se procederá a verificar si, en el presente caso, fueron respetados los derechos del quejoso *********, quien es de nacionalidad estadounidense.

En primer lugar, es necesario dilucidar si la notificación a ********* de sus derechos consulares, cumple con el parámetro constitucional antes desarrollado. En tal sentido es necesario verificar si la notificación de su derecho a comunicarse con la oficina o representación consular de su país fue realizada sin dilación; esto es, por lo menos verbalmente por la policía, desde el momento de la detención, o de manera escrita por la agente del Ministerio Público, una vez que fue puesto a disposición, siempre antes de rendir su primera declaración ante cualquier autoridad.

Al respecto, entre las constancias que integran la causa penal ********* obran glosadas: a) la ratificación de los partes informativos de los agentes aprehensores; b) el acuerdo de retención con fecha de dos de mayo de dos mil diez a las veintitrés horas con veinte minutos; y c) la constancia de notificación de derechos y beneficios a *********, elaborada a las nueve horas del tres de mayo de dos mil diez; mediante la cual, entre otras cosas, se le informó que “si se tratare de un extranjero, la detención se comunicará de inmediato a la representación diplomática o consular que corresponda”, respecto de lo cual manifestó que (sus derechos y beneficios) “son de su pleno conocimiento y que comprende cabalmente...”.

De dichas documentales se advierte que no se notificó al quejoso su derecho a la asistencia consular en el momento de su detención, pues del parte informativo ratificado por los agentes aprehensores, no se advierte que le hayan hecho saber sus derechos, entre ellos, sus derechos consulares, a pesar de que manifestó ser de nacionalidad estadounidense. Lo que se traduce en una omisión por parte de dichos servidores públicos, en transgresión de los derechos del quejoso, específicamente en su vertiente de derecho a la notificación de sus derechos consulares. 

Por otra parte, como se advierte de la constancia de notificación de derechos del tres de mayo de dos mil diez, a las nueve horas, la agente del Ministerio Público, ante la cual el quejoso fue consignado, le notificó sus derechos. Cabe resaltar que dicha notificación fue hecha transcurridas nueve horas con cuarenta minutos desde la retención del quejoso en esa agencia; lapso de tiempo en el que se realizaron otras diligencias, tales como: a) se comunicó al Jefe Regional de la Agencia Federal de Investigación, la internación de los inculpados; b) los agentes aprehensores ratificaron sus partes informativos; c) se comunicó el inicio de la averiguación previa al delegado estatal en Baja California de la Procuraduría General de la República; d) se dio fe ministerial de las armas de fuego, cartuchos y cargadores; e) se realizó el acuerdo de aseguramiento de dichas armas; y, f) se informó del aseguramiento al Contralor Interno de la Procuraduría General de la República en México, Distrito Federal.
De lo anterior, se advierte que la notificación a *********, por parte de la agente del Ministerio Público no fue realizada de manera inmediata; esto es, no sucedió enseguida de que el quejoso fue puesto a disposición. Este retraso, según criterio reiterado de esta Sala en el tema del derecho de puesta a disposición sin demora, sólo puede estar justificado cuando existan motivos razonables que imposibiliten la notificación inmediata, los cuales sólo pueden tener como origen impedimentos fácticos reales, comprobables, lícitos y que deben ser compatibles con las facultades concedidas a las autoridades. 
En tal tenor, es posible concluir que se violó en perjuicio del quejoso su derecho a la notificación de los derechos consulares, por haberse realizado con demora, al haber transcurrido nueve horas con cuarenta minutos desde la retención del quejoso en el Ministerio Público hasta que se le notificaron sus derechos, entre ellos, los consulares, sin que se advierta constancia alguna que justifique, con base en los elementos mencionados, la tardanza.
Ahora, para determinar las consecuencias que tendrán en el presente asunto, tanto la omisión por parte de los agentes aprehensores de hacer constar en el parte informativo la notificación de su derecho a ser asistido por el consulado de su país y la demora en la notificación realizada por la agente del Ministerio Público, cabe citar la jurisprudencia 1a./J. 35/2015, de esta Primera Sala, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 18, mayo de 2015, Tomo I, página 302, que a la letra dice: 

“PRUEBA ILÍCITA. TIENE ESE CARÁCTER LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO RENDIDA SIN LA ASISTENCIA JURÍDICA DE UN DEFENSOR PROFESIONAL EN DERECHO, POR LO QUE SU EXCLUSIÓN VALORATIVA DEBE REALIZARSE CON INDEPENDENCIA DE SU CONTENIDO. La forma de garantizar y proteger el derecho humano de defensa adecuada implica que, inclusive, a partir del momento de la detención, el imputado esté en posibilidad de nombrar a un defensor profesional en derecho que lo asista jurídicamente, de tal manera que cuando rinda su inicial declaración no solamente esté en condiciones de negar la imputación sino de aportar las pruebas que considere pertinentes para ejercer el derecho de defensa adecuada. Sin que por ello deba entenderse que exista la obligación de probar para el imputado al margen del principio de presunción de inocencia, sino de contar con la posibilidad de ejercer el derecho de defensa en las condiciones que éste estime pertinentes. En consecuencia, es inadmisible considerar que la simple negativa de la acusación o incluso la reserva para no declarar por parte del imputado no trasciendan en el ejercicio de la defensa adecuada. En principio, esto será válido siempre que el imputado esté debidamente asesorado por un profesional en derecho, pues en esta medida estará en condiciones de asumir las consecuencias que ello representa y optar por esta posición por considerar que le resulta benéfica. Sin embargo, lo anterior no puede entenderse como una regla general, pues habrá condiciones en las que incluso la omisión de declarar o de negar la imputación, sin la asistencia técnica debida, pueden implicar una afectación jurídica trascendental para el imputado, que no hubiera resentido con tal magnitud si bajo el consejo de un profesionista en derecho hubiera podido exponer su versión sobre los hechos que se le atribuyen, de forma que coadyuve a su defensa, aporte las pruebas que considere pertinentes o, incluso, pudiera no negar la comisión de la conducta atribuida sino aceptarla y exponer las razones que justificaron su actuar, pues ello pudiera dar lugar a atenuar o excluir el reproche penal. En consecuencia, la posibilidad de negar la imputación por parte del imputado es una condición contingente que de ninguna manera anula el carácter ilícito de la declaración que rindió sin la asistencia de un profesionista en derecho, que por tratarse de una violación directa al derecho humano de defensa adecuada no puede ser objeto de valoración probatoria, sino que debe ser excluida como medio de prueba, con independencia de su contenido.”

Por lo que, en el mismo sentido, la violación al derecho fundamental a la notificación de los derechos consulares, por haberse realizado con retraso injustificado, deberá tener como consecuencias: 1) la anulación de la confesión del indiciado, obtenida antes de la notificación de sus derechos consulares; y 2) la invalidez de todos los elementos de prueba que se hayan obtenido antes de que el detenido tuviera conocimiento de sus derechos consulares, los cuales no producirán efecto alguno en el proceso ni podrán ser valorados por el juez.
No obstante, debe precisarse que las pruebas obtenidas estrictamente con motivo de una detención en flagrancia no pueden ser invalidadas por actos posteriores, como la obtención de pruebas que tengan como fuente directa la demora injustificada, a menos que se acredite la existencia de vicios propios en la detención del inculpado que determinen que ésta sea considerada inconstitucional.
Sin embargo, en el presente caso esta Sala no advierte que se haya recabado declaración del quejoso o prueba alguna –excepto las obtenidas estrictamente con motivo de la detención en flagrancia– en el lapso que transcurrió desde la detención del quejoso hasta que se le notificaron sus derechos consulares, como se advierte de la relatoría de hechos y de las constancias que integran la averiguación previa.
Aunado a que no se observa que la tardanza en la notificación de los derechos consulares al quejoso haya tenido algún impacto negativo en el ejercicio de su derecho a una defensa adecuada. Lo anterior, en razón de que la notificación ocurrió veintisiete horas antes de que rindiera su primera declaración, lo que constituye un plazo suficiente para que el quejoso decidiera si era su deseo ejercer su derecho a la asistencia consular y en su caso, se pudieran materializar las finalidades de los derechos consulares, a saber, la de carácter humanitario, la de protección y la asistencia técnico jurídica.
 
De este modo, es posible concluir que se salvaguardó a su derecho a la defensa adecuada y la igualdad en el acceso a la justicia y que la vulneración a la notificación de los derechos consulares no trascendió al resultado del proceso penal, pues aunque la notificación de sus derechos consulares fue realizada con demora, en ese plazo le fue posible recibir, vía telefónica, la asistencia a la que tiene derecho y preparar su defensa con base en la asesoría recibida por parte del personal consular y con la asistencia de un abogado particular. 
Sin que se deje de lado el hecho de que existió una omisión por parte de los agentes aprehensores y una dilación injustificada en el actuar de la agente del Ministerio Público, lo que sí constituye una violación al derecho a la asistencia consular del quejoso, lato sensu; pero que no generó efecto alguno en el proceso penal. Ello, en razón de que el quejoso rindió su primera declaración ante la autoridad ministerial con posterioridad a la notificación de su derecho, aunado a que, en ese lapso, no se obtuvo prueba alguna. 
Por ello, aunque la violación no generó consecuencias en el proceso penal, ello no podría ser impedimento para que se iniciaran los procedimientos administrativos o penales correspondientes contra los servidores públicos que hubieren sido omisos en el cumplimiento de sus obligaciones.
En segundo lugar, se estudiará si se vulneró el derecho del quejoso al contacto consular, el cual establece que la comunicación entre la persona extranjera y la oficina consular debe ser sin dilación; así como que el contacto debe ser eficaz, a través de los medios que estén al alcance de la autoridad; situación que deberá estar debidamente documentada.
Al respecto, de la constancia consular que obra en la causa penal, se observa que a las once horas con treinta minutos del cuatro de mayo de dos mil diez, la agente del Ministerio Público realizó una llamada telefónica al Consulado General de los Estados Unidos en Tijuana, misma que atendió ********* quien es personal del consulado, a quien le informó que ante ella se encontraba detenido un ciudadano americano, por lo que, enseguida, el personal consular tuvo comunicación con el quejoso, ante la imposibilidad de que alguien acudiera en ese momento a la Agencia del Ministerio Público a solventar el requerimiento de asistencia consular demandado.
En tal sentido, podemos advertir en el presente caso, que la autoridad ministerial garantizó el contacto consular vía telefónica, por ser uno de los medios que estaban a su alcance, de lo que se dejó la constancia correspondiente. Aunado a ello, a juicio de esta Sala el contacto fue eficaz, en tanto que, mediante dicha comunicación se logró la asistencia consular del quejoso, antes de que éste rindiera su primera declaración. Circunstancia que abona a la demostración de que el contacto se llevó a cabo sin dilación. 
No obsta a lo anterior, que la agente del Ministerio Público se comunicó con el Consulado Americano, a pesar que en las constancias de autos no se advierte que el quejoso haya manifestado su voluntad de querer ejercer su derecho al contacto consular. Lo que contraviene los precedentes establecidos por esta Primera Sala, relativos a que el derecho al contacto consular está subordinado a la voluntad de la persona extranjera detenida. Sin embargo, esa actuación de la agente ministerial no le causó ningún perjuicio al quejoso, ya que, como se advierte de su escrito de amparo y del recurso de revisión, el quejoso claramente se duele de no haber recibido la asistencia consular, siendo que él, dice, quería haberla recibido, por ser titular de dicho derecho humano en razón de su nacionalidad estadounidense. Cuestión que, como ha quedado explicitado, no aconteció de la manera que lo propone.
Finalmente, es necesario decir que, en el presente caso, al quejoso se le respetó su derecho a la asistencia consular, en sentido estricto, ya que la agente del Ministerio Público facilitó la libre comunicación entre el quejoso y los funcionarios consulares, a través de la llamada telefónica realizada a las once horas con treinta minutos del cuatro de mayo de dos mil diez, mediante la cual el quejoso pudo entrevistarse con *********, quien es personal del Consulado Americano, sin que posteriormente exista constancia de que hubiera solicitud alguna del personal consular para entrevistarse con el detenido o de éste último para entrevistarse con el personal consular. 
Máxime que, como consta en autos, el Juez Octavo de Distrito en el Estado de Baja California ordenó notificar al Consulado Americano el auto de plazo constitucional de la causa penal *********, por el cual dictó auto de formal prisión al hoy quejoso *********, para los efectos legales a que hubiera lugar, en razón de su nacionalidad estadounidense.

Aunado a que dicho oficio no puede considerarse como una notificación hecha con dilación, como alega el quejoso; toda vez que previamente la agente del Ministerio Público había hecho del conocimiento del Consulado Americano, de su detención.

Consecuencias jurídicas de la vulneración al derecho a la notificación, contacto y asistencia consular.

Finalmente, es importante determinar cuáles deben ser los remedios procesales con motivo de las violaciones que se declaren a los derechos reconocidos a favor de la persona extranjera detenida en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. 
Al respecto, este tribunal constitucional considera que no existe un remedio procesal único, sino que debe determinarse caso por caso el impacto que la violación acreditada tenga en el procedimiento penal. En algunos la intensidad del impacto será mayor, en otras será menor y otras será nulo. 
No debemos olvidar que los derechos a la notificación, contacto y asistencia consular, esto es, el derecho a la asistencia consular, lato sensu, tiene como finalidad evitar la indefensión de la persona extranjera detenida frente a las autoridades del país receptor, por lo que dichas prerrogativas son de naturaleza eminentemente instrumental, pues su función es la defensa de los intereses jurídicos fundamentales de las personas extranjeras detenidas.

Así, la importancia de los derechos consulares radica en que se configuran no sólo como un derecho en sí mismos, sino como un derecho instrumental para la defensa de los demás derechos e intereses de los que sean titulares los extranjeros. Es decir, la posibilidad de que un extranjero pueda ser oído públicamente, en condiciones de plena igualdad y con justicia, por un tribunal independiente e imparcial, depende –de forma absoluta– del presupuesto previo relativo a la asistencia real y efectiva de los miembros de la oficina diplomática de su país.

En el caso concreto, a partir de la relatoría de la secuela procedimental, se aprecia que se respetó el derecho al contacto y asistencia consular del quejoso *********, ya que la agente del Ministerio Público contactó sin demora al Consulado Americano, quien le brindó asistencia al quejoso con tiempo suficiente para que preparara su defensa y pudiera rendir declaración debidamente asistido.
Respecto al derecho a la notificación de los derechos consulares, se advierte que éste se vulneró, pues en un primero momento los agentes aprehensores no notificaron al quejoso de su derecho a la asistencia consular y la agente del Ministerio Público lo hizo con demora. Sin embargo, estas omisiones no trascendieron al resultado del proceso penal, ya que el estado de violación no se mantuvo a lo largo de todo el proceso y la notificación de sus derechos se hizo antes de que el quejoso rindiera su primera declaración. 
En consecuencia, esta Primera Sala declara infundados los agravios relativos al respeto de los derechos consulares del quejoso ********* y estima correcta la determinación recurrida del Tribunal Colegiado, por cuanto se refiere a negar la protección constitucional contra la sentencia definitiva reclamada, por no actualizarse violación alguna a sus derechos fundamentales.
Por todo lo anteriormente expuesto, esta Primera Sala, 

RESUELVE

PRIMERO. En la materia de la revisión, se CONFIRMA la sentencia recurrida.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión NO AMPARA NI PROTEGE a ********* y *********, en contra de la autoridad y acto precisados en el capítulo de antecedentes de la presente ejecutoria.

NOTIFÍQUESE con testimonio de esta ejecutoria; devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen; y en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. El Ministro José Ramón Cossío Díaz votó en contra y se reservó el derecho de formular voto particular. La Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas (ponente) estuvo ausente e hizo suyo el asunto el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
Firman el Presidente de la Sala y el Ministro Ponente con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA.
PONENTE

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA.

SECRETARIO DE ACUERDOS

LIC. JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN.
En términos de lo previsto en los artículos 3°, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial, que encuadra en esos supuestos normativos. 
�  Fojas 3 a 5 de la causa penal 265/2010-E, del índice del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Baja California (en adelante, causa penal).


� Fojas 12 y 13 de la causa penal.


� Fojas 43 y 44 de la causa penal.


� Foja 85 de la causa penal.


� Fojas 86 a 89 de la causa penal.


� Foja 3 del cuaderno de Amparo Directo en Revisión 6015/2014.


� Véase, la tesis aislada de la extinta Tercera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, volumen 187-192, Cuarta Parte, página 179, de rubro y texto: “REVISION. IMPROCEDENTE CONTRA SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO DIRECTO POR TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, CUANDO SE IMPUGNA UNA LEY LOCAL POR CONTRAVENIR UNA LEY FEDERAL, ASI COMO UN CONVENIO DE COORDINACION FISCAL. De acuerdo con lo dispuesto por la fracción IX, del artículo 107 de la Constitución General, las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, salvo los casos previstos por las dos hipótesis contempladas en la fracción V, del artículo 83 de la Ley de Amparo, a saber, cuando decidan sobre la constitucionalidad de una ley o cuando se haga una interpretación directa de un precepto constitucional, hipótesis en la que no se encuentra un caso en el que el problema resuelto por el Tribunal Colegiado no es de inconstitucionalidad de leyes propiamente dichos, sino de contradicción entre una ley local, por un lado, y una ley federal y un convenio de coordinación fiscal, por otro, no obstante que se aduzcan violaciones a los artículos 14 y 16 constitucionales, pues éstos deben entenderse, en todo caso, como violaciones en vía de consecuencia”.


� Ratificada por el Estado mexicano el 18 de mayo del 1965 y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de noviembre de 1967.


� La importancia de este artículo resulta trascendental en la regulación del procedimiento penal federal, ya que establece los derechos del detenido. El texto completo del artículo es el siguiente:


Artículo 128.- Cuando el inculpado fuese detenido o se presentare voluntariamente ante el Ministerio Público Federal, se procederá de inmediato en la siguiente forma:


I.- Se hará constar por quien haya realizado la detención o ante quien aquél haya comparecido, el día, hora y lugar de la detención o de la comparecencia, así como, en su caso, el nombre y cargo de quien la haya ordenado. Cuando la detención se hubiese practicado por una autoridad no dependiente del Ministerio Público, se asentará o se agregará, en su caso, la información circunstanciada suscrita por quien la haya realizado o haya recibido al detenido;


II.- Se le hará saber la imputación que existe en su contra y el nombre del denunciante o querellante;


III.- Se le harán saber los derechos que le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, particularmente en la averiguación previa, de los siguientes:


a) No declarar si así lo desea, o en caso contrario, a declarar asistido por su defensor;


b) Tener una defensa adecuada por sí, por abogado o por persona de su confianza, o si no quisiere o no pudiere designar defensor, se le designará desde luego un defensor de oficio;


c) Que su defensor comparezca en todos los actos de desahogo de pruebas dentro de la averiguación;


d) Que se le faciliten todos los datos que solicite para su defensa y que consten en la averiguación, para lo cual se permitirá a él y su defensor consultar en la oficina del Ministerio Público y en presencia del personal, el expediente de la averiguación previa;


e) Que se le reciban los testigos y demás pruebas que ofrezca y que se tomarán en cuenta para dictar la resolución que corresponda, concediéndosele el tiempo necesario para ello, siempre que no se traduzca en entorpecimiento de la averiguación y las personas cuyos testimonios ofrezca se encuentren en el lugar donde aquélla se lleva a cabo. Cuando no sea posible el desahogo de pruebas, ofrecidas por el inculpado o su defensor, el juzgador resolverá sobre la admisión y práctica de las mismas; y


f) Que se le conceda, inmediatamente que lo solicite, su libertad provisional bajo caución, conforme a lo dispuesto por la fracción I del artículo 20 de la Constitución y en los términos del párrafo segundo del artículo 135 de este Código. Para efectos de los incisos b) y c) se le permitirá al indiciado comunicarse con las personas que él solicite, utilizando el teléfono o cualquier otro medio de comunicación del que se pueda disponer, o personalmente, si ellas se hallaren presentes. De la información al inculpado sobre los derechos antes mencionados, se dejará constancia en las actuaciones.


IV.- Cuando el detenido perteneciere a un pueblo o comunidad indígena o fuere extranjero, que no hable o no entienda suficientemente el español, se le designará un traductor que le hará saber los derechos a que se refiere la fracción anterior. Tratándose de indígenas, el traductor y el defensor que deberán asistirle, deberán tener además conocimiento de su lengua y cultura. Si se tratare de un extranjero, la detención se comunicará de inmediato a la representación diplomática o consular que corresponda, y


V.- En todo caso se mantendrán separados a los hombres y a las mujeres en los lugares de detención o reclusión.


� Véanse, por todos, Michael Fleishman, “Reciprocity Unmasked: the role of the Mexican Government in defense of its foreign nationals in United States death penalty cases” . Ariz. J. Int´l & comp. L. 2003; Mark J. Goldsmith, “Torres v. State No. PCD-04-442 (Okla. Crim. App. May 13, 2004) (order granting stay of execution and remaining case for evidentiary hearing)”. 17 Cap. Def. J. 2004-2005; Verónica Gómez, “The Inter-American System: Recent Cases”. Human Rights Law Review, Volume 1, Number 2 -2001; Dinah L. Shelton, “Case Concerning Avena and Other Mexican Nationals (Mexico v. United States)”. American Journal of International Law 2004; Jeremy White, “A New Remedy Stresses the Need for International Education: the impact of the Lagrand case on domestic court’s violation of foreign national’s consular relations rights under the Vienna Convention”. 2 Was. U. Global Stud. L. Rev 2003; Kweku Vanderpuye and Robert W. Bigelow “The Vienna Convention and the Defense of Noncitizens in New York: A Matter of Form and Substance”. Pace Int´l L. Rev 2006; y Arwa J. Fidahusein, “VCCR Article 36 Civil Remedies and Other Solutions: a Small Step for Litigants but a Giant Leap Towards International Compliance”. Seton Hall Circuit Review 2008.


� Tesis aislada CLXX/2013, de esta Primera Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima época, Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, Página 529. Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 


� Corte IDH. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 del 1° de octubre de 1999. Serie A No. 16.


� Véase Opinión Consultiva OC-16/99, párrafo 29.


� Véase Opinión Consultiva OC-16/99, párrafo 122.


� Corte Internacional de Justicia, Caso referente a Avena y a otros nacionales mexicanos (México v. Estados Unidos de América), sentencia de 31 de marzo de 2004. En este caso la Corte Internacional de Justicia retomó la doctrina establecida en el Caso Lagrand (Alemania v. Estados Unidos de América), sentencia de 27 de junio de 2001.


� Véase la tesis 1a. CLXX/2013 de esta Primera Sala, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, página 529, que a la letra dice:


 “DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS EXTRANJEROS A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. FUNCIONES BÁSICAS QUE ESTE DERECHO IMPLICA. El derecho fundamental de los extranjeros a la notificación, contacto y asistencia consular, previsto en el artículo 36, primer párrafo, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, puede asumir diversas formas, dependiendo de las circunstancias particulares de cada caso. No obstante, cada intervención implica, por lo menos, tres acciones básicas. La primera es de carácter humanitario. Los funcionarios consulares proporcionan a los detenidos el contacto con el mundo exterior, al comunicar la noticia a los familiares o a las personas de confianza del detenido. Asimismo, estos funcionarios se aseguran que a los detenidos se les cubran las necesidades básicas mientras se encuentran privados de su libertad. La segunda función es de protección. La presencia de los funcionarios consulares, por sí misma, coadyuva a disuadir a las autoridades locales de cometer actos en contra de los extranjeros que pueden ser contrarios a su dignidad humana o que pongan en peligro la suerte del proceso penal al que se verá sometido el extranjero. Por último, la tercera función es la relativa a una asistencia técnico-jurídica. En este sentido, la asistencia consular es vital para asegurar una defensa adecuada en situaciones que impliquen una privación de la libertad, en donde las violaciones a los derechos fundamentales de los extranjeros son comunes debido a la falta de conocimiento del sistema jurídico en el que se ven inmersos. Esto es así, ya que una persona extranjera que es detenida se enfrenta a una multitud de barreras lingüísticas, culturales y conceptuales que dificultan su habilidad para entender, de forma cabal y completa, los derechos que le asisten, así como la situación a la que se enfrenta. En definitiva, a través de la ayuda consular los extranjeros reducen la distancia que los separa de los nacionales en cuanto a la protección de un estándar mínimo de derechos fundamentales.” 


Amparo directo en revisión 517/2011. 23 de enero de 2013. Mayoría de tres votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea formuló voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Javier Mijangos y González y Beatriz J. Jaimes Ramos. 








� En este mismo sentido se ha pronunciado la Corte Interamericana de Derechos Humanos al señalar que el derecho individual de información establecido en el artículo 36.1.b) de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares permite que adquiera eficacia, en los casos concretos, el derecho al debido proceso legal consagrado en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y que este precepto establece garantías mínimas susceptibles de expansión a la luz de otros instrumentos internacionales como la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, que amplían el horizonte de la protección de los justiciables. Opinión Consultiva OC-16/99, párrafo 124.
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